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IMPUGNACIÓN DE SANCIONES DISCIPLINARIAS / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA. [D]el examen del caso sometido a estudio se extrae que: (i) la actuación disciplinaria que se adelantó contra la hoy accionante en su condición de empleada de la ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE respetó las formas propias del juicio que la ley establece para esa clase de eventos; (ii) para adoptar una decisión final se recaudaron pruebas que constituyeron el sustento de la de la misma, es decir, no se trató de una providencia amañada e inmotivada; (iii) se le brindó a la disciplinada la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, se le notificaron todas y cada una de las actuaciones, y el término para actuar según el caso; (iv) existe otra vía judicial a la que no se ha acudido, en la que se puede solicitar la suspensión del acto demandado; (v) no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable, ya que la mera sanción no puede tenerse como tal, toda vez que es el resultado de un proceso enmarcado dentro de la garantías legales, en el que se determinó la responsabilidad de la hoy accionante; y (vi) se agotaron las diversas instancias que el trámite ofrece, e incluso se tuvo la oportunidad de ventilar las irregularidades en las que se asegura incurrió la primera instancia, pero el funcionario que estuvo encargado de conocer la impugnación no concedió razón a la disciplinada, y por ello lo que hoy se presenta ante el juez constitucional es una nueva solicitud para su revaloración. En consonancia con lo anterior, el Tribunal no advierte en el sub judice  la vulneración de las garantías fundamentales a las que aquí se alude, la existencia de un perjuicio irremediable, ni la necesidad de obviar los procedimientos propios que deben adelantarse cuando el motivo de la supuesta vulneración obedece a la expedición de unos actos administrativos de carácter particular, que según se afirma se dictaron sin observancia de los lineamientos legales. Acorde con lo analizado en precedencia, la Sala considera que la tutela no puede ser la vía judicial apropiada para controvertir las actuaciones realizadas por la Oficina de Control Interno Disciplinario y la Gerencia de la ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE, ya que las mismas pueden ser confrontadas ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, con mayor razón cuando no existe un perjuicio irremediable; por tanto, no reúne los requisitos mínimos de procedibilidad, ni tampoco se encuentran probados los elementos necesarios para considerarla viable como mecanismo transitorio. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
 SALA n°2 de asuntos penales 

        para adolescentes 
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, doce (12) de octubre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación No 529
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado de la ciudadana LUZ AIDA CARDONA GONZÁLEZ, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada contra la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE DE PEREIRA y la Oficina de Control Disciplinario de la misma entidad.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el abogado de la tutelante se puede concretar así: (i) en virtud de la queja presentada en junio 17 de 2016 por ZOE FERNANDA TUBERQUI, servidora de la ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE de esta ciudad, la Oficina de Control Disciplinario de la entidad abrió investigación contra LUZ AIDA CARDONA GONZÁLEZ, auxiliar de enfermería de la misma institución y subalterna de la anterior; (ii) el suceso con el que se sintió afectada la quejosa ocurrió en junio 15 de 2016 a la media noche, cuando al parecer CARDONA GONZÁLEZ le puso unas gotas de clonazepan en un jugo que ella ingirió, lo que le causó alteración en su estado de conciencia, memoria, lenguaje, reflejos y marcha; (iii) en noviembre 16 de 2016 se elevó pliego de cargos conforme lo previsto en el numeral 1º del artículo 48 de la Ley 734/02, y luego de adelantada la actuación correspondiente se dictó decisión sancionatoria, la cual fue confirmada en Resolución 0895 de agosto 11 de 2017 por la gerencia del Hospital; (iv) la señora CARDONA GONZÁLEZ está siendo sometida a una sanción injustificada, al ser inhabilitada durante 10 años en el ejercicio de su profesión de enfermera, ya que se hizo una deficiente valoración de las pruebas allegadas al proceso; y (v) la citada determinación pone en riesgo su derecho al trabajo, lo cual resulta ser sumamente grave porque es madre cabeza de hogar, además se le afecta el debido proceso y el principio de presunción de inocencia.
Con fundamento en lo anterior, se solicita la suspensión de la ejecución de la Resolución 0895 y del fallo de primera instancia dictado por la Oficina de Control Disciplinario de la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira, hasta que la jurisdicción administrativa resuelva la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho que se presentará dentro de los dos próximos meses.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela, el juez de primera instancia corrió traslado de la misma a las accionadas, las cuales se pronunciaron en los siguientes términos:

- El asesor jurídico de la E.S.E. HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE indicó que no debe prosperar la demanda de tutela, ya que la actora se limitó a señalar que se siguió en su contra un proceso disciplinario, cuáles pruebas sustentaron la decisión de la entidad, pero no señaló un solo hecho que sustente la presunta vulneración del debido proceso.
En todo el trámite procesal se respetó esa garantía que le asiste a la accionante: se le comunicó la apertura del trámite disciplinario y la formulación de cargos, se efectuó el traslado de las pruebas que fueron fundamentó del pliego de cargos, se le indicó el término para formular descargos, controvertir los medios de conocimiento y allegar los elementos que considerara necesarios. La decisión sancionatoria fue motivada y congruente, y se le brindó la posibilidad de impugnar las determinaciones mediante los recursos pertinentes.

No indicó la tutelante por qué razón debe suspenderse la ejecución del acto administrativo, pues quizás lo que busca es que el juez de tutela efectué una valoración integral de los elementos de prueba que fueron debidamente estudiados en el proceso, lo cual es ajeno a su competencia.
- La jefe de la Oficina de Control Interno Disciplinario del HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE señaló que en ningún momento se vulneró el debido proceso de la accionante, ya que se surtieron todas las etapas exigidas por el ordenamiento disciplinario y se garantizaron los principios constitucionales y legales. La conclusión a la que se llegó al efectuar el análisis probatorio, es que la actuación de la disciplinada es opuesta a su deber de respeto a la vida y la dignidad humana, para quien en ese entonces era su jefe inmediata, al suministrarle un medicamento que le ocasionó una lesión.
A la actora se le permitió agotar los recursos dispuestos para controvertir las decisiones en el interior del proceso disciplinario, sus argumentos fueron resueltos con la correspondiente relación normativa y probatoria y las razones de la declaratoria de responsabilidad fueron analizadas en el fallo de instancia. 
La acción de tutela no es el escenario apropiado para que se valoren los hechos o las pruebas practicadas en el proceso disciplinario, ya que el juez ordinario es quien tiene esa facultad, y el funcionario constitucional solo puede intervenir en el evento de existir violación de derechos fundamentales o un perjuicio irremediable, lo que no ocurre en este evento.

En atención a lo expuesto solicitó decretar la  improcedencia del mecanismo invocado.
3.2.- Culminado el término constitucional, el Juzgado decidió declarar improcedente el amparo por cuanto la accionante tiene la vía contencioso administrativa para controvertir la decisión que pretende se deje sin efecto, con la posibilidad de solicitar la suspensión del acto administrativo demandado. Adicionalmente, resaltó que la tutela no es una tercera instancia a la cual pueda acudirse ante la inconformidad con una decisión administrativa.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno el representante judicial de la accionante presentó escrito en el que esgrimió los motivos de inconformidad frente a la decisión adoptada por la juez de primer nivel, del cual se puede extractar lo siguiente:

La entidad accionada omitió el análisis del material probatorio conforme a las reglas de la sana crítica, al ignorar una prueba científica que permite refutar el examen médico clínico. 
En la actuación no se demostró que la accionante fue quien agregó un medicamento a un jugo que posteriormente tomó la afectada y que le ocasionó las lesiones que dieron lugar a la investigación. La sustancia que se encontró en el líquido se encuentra disponible para todo el personal que transite o labore en el área donde ocurrieron los hechos.
El debido proceso debe garantizar la imparcialidad y objetividad en la evaluación de las pruebas, lo que no ocurrió en la actuación seguida contra LUZ AIDA, pues no se apreciaron en su totalidad las arrimadas a la actuación, lo que se traduce en un error de hecho que puede ser corregido a través de la acción de tutela. 
No se requiere probar el daño sufrido por la accionante al ser un hecho notorio, y no es posible esperar a la admisión del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, ante los múltiples sucesos que pueden ocurrir antes que opere la medida cautelar.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema planteado
Se contrae a establecer el grado de acierto o desacierto de la determinación de primera instancia, por medio de la cual se declaró improcedente la acción impetrada con el propósito de que sean suspendidos los efectos de un acto administrativos que impone una sanción disciplinaria contra la señora CARDONA GONZÁLEZ.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con las manifestaciones realizadas por el apoderado de la actora, entiende esta Sala que su solicitud está direccionada básicamente a que por esta vía se suspendan los efectos de la Resolución 0891 de agosto 11 de 2017 proferida por la Gerencia del HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE de esta ciudad, así como del fallo de junio 27 de 2017 mediante el cual se le impuso sanción disciplinaria a CARDONA GONZÁLEZ.
Específicamente en lo atinente a la procedencia de la tutela argumenta el togado que el daño sufrido por la accionante es un hecho notorio, y no es posible esperar a la admisión del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, ante los múltiples sucesos que pueden ocurrir antes que opere la medida cautelar.
5.2.1.- Requisitos generales para la procedencia de la acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política estableció la acción de tutela como un trámite preferente y sumario para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, cuando estos estuvieran siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que sólo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. 

De conformidad con lo anterior, en el caso concreto se deberá demostrar que en realidad la situación es tan apremiante que no existe otra forma diferente de salvaguardar el derecho que se pretende proteger; es decir, que la tutela no puede utilizarse como excusa para evadir o reemplazar los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley
, todo ello con el fin de preservar el espíritu excepcional de la acción de tutela.

5.2.2.- Procedencia de la tutela contra actos administrativos de carácter particular

En igual sentido la jurisprudencia del máximo órgano en materia constitucional ha determinado que este mecanismo constitucional en principio resulta improcedente para controvertir un acto administrativo por cuanto para ello debe acudirse a la jurisdicción contencioso administrativa, a no ser que los medios ordinarios resulten ineficaces o se esté ante la posibilidad de la ocurrencia de un perjuicio irremediable, eventos en los cuales si es viable buscar la protección de los derechos que se estiman vulnerados por intermedio de la acción de tutela
. 
5.2.3.- Acerca de la vulneración de derechos 

No puede olvidarse que el ejercicio de la facultad disciplinaria que ejercen las entidades estatales está sujeta al control judicial que realiza la Jurisdicción Contencioso Administrativa por ser una actuación de esa índole. Esta circunstancia es elemento indicador de la imposibilidad que en principio tiene el juez de tutela para interferir en este específico campo por respeto a la autonomía que posee la autoridad competente. 

En esas condiciones, no puede reemplazar el juez constitucional a aquél en quien legalmente recae la jurisdicción y la competencia para que le sean presentadas controversias como la que aquí se pretende en donde se cuestiona la forma como se adelantó la actuación disciplinaria y los fundamentos de las decisiones sancionatorias adoptadas en las mismas.

Es lo cierto entonces, que los reclamos que plantea la actora, los cuales solo fueron precisados en el escrito de impugnación y no así en la demanda de tutela, deben ser ventilados ante la jurisdicción contenciosa administrativa, por cuanto se debe tener presente que este mecanismo constitucional es un instrumento de naturaleza residual, dado que el escenario natural de protección de los derechos fundamentales es el trámite ordinario señalado por la ley, lo que significa que el primer funcionario en quien recae la responsabilidad de hacerlos efectivos es el juez natural de conformidad con lo que es objeto de demanda. 

Por vía jurisprudencial se tiene decantado que la actuación que concluye con una sanción en materia disciplinaria escapa al control del juez de tutela
; sin embargo, se tiene igualmente diseñado un test que permite establecer en qué eventos esa regla de exclusión general de procedencia puede ser inaplicada para que en sede de tutela se entre a corregir los agravios cometidos, en especial, a restituir los derechos fundamentales vulnerados. De ello da cuenta, por ejemplo, la sentencia T-105 de febrero 15 de 07
, por medio de la cual se señalaron los siguientes requisitos:

“ […] En similar sentido la Corte ha precisado que ‘en sí misma, la imposición de una sanción disciplinaria no configura un perjuicio irremediable; si se han llevado a cabo las actuaciones procesales prescritas por la ley con el lleno de las garantías y requisitos constitucionales y legales, y se ha impuesto la sanción legalmente prevista para quienes incurran en faltas disciplinarias, se trata de una afectación legítima de los derechos del funcionario público objeto de la medida, y no de la generación de un perjuicio contrario al orden jurídico constitucional. La configuración de un perjuicio irremediable que ha de ser prevenido por vía de la  acción de tutela surge, en este orden de ideas, cuando se presentan circunstancias excepcionales tales como las siguientes: (i) que existan motivos serios y razonables que indiquen que una determinada providencia sancionatoria en materia disciplinaria puede haber sido adoptada con desconocimiento de las garantías constitucionales y legales pertinentes y, por ende, con violación de los derechos fundamentales de los afectados, en particular al debido proceso; (ii) que el perjuicio derivado de la providencia sancionatoria adoptada de manera inconstitucional amenace con hacer nugatorio el ejercicio de uno o más derechos fundamentales de los sujetos disciplinados, (iii) que el perjuicio en cuestión llene los requisitos de ser cierto e inminente, grave y de urgente atención, y (iv) que los medios judiciales ordinarios con los que cuentan los afectados para su defensa no sean lo suficientemente expeditos como para controlar la legalidad y constitucionalidad de las medidas sancionatorias impugnadas con la urgencia requerida para impedir la afectación irremediable del derecho fundamental invocado […]”
.  

En ese orden de ideas y de cara a la situación que concita la atención del Tribunal, desde ahora hay lugar a asegurar que del examen del caso sometido a estudio se extrae que: (i) la actuación disciplinaria que se adelantó contra la hoy accionante en su condición de empleada de la ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE respetó las formas propias del juicio que la ley establece para esa clase de eventos; (ii) para adoptar una decisión final se recaudaron pruebas que constituyeron el sustento de la de la misma, es decir, no se trató de una providencia amañada e inmotivada; (iii) se le brindó a la disciplinada la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, se le notificaron todas y cada una de las actuaciones, y el término para actuar según el caso; (iv) existe otra vía judicial a la que no se ha acudido, en la que se puede solicitar la suspensión del acto demandado; (v) no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable, ya que la mera sanción no puede tenerse como tal, toda vez que es el resultado de un proceso enmarcado dentro de la garantías legales, en el que se determinó la responsabilidad de la hoy accionante; y (vi) se agotaron las diversas instancias que el trámite ofrece, e incluso se tuvo la oportunidad de ventilar las irregularidades en las que se asegura incurrió la primera instancia, pero el funcionario que estuvo encargado de conocer la impugnación no concedió razón a la disciplinada, y por ello lo que hoy se presenta ante el juez constitucional es una nueva solicitud para su revaloración.

En consonancia con lo anterior, el Tribunal no advierte en el sub judice  la vulneración de las garantías fundamentales a las que aquí se alude, la existencia de un perjuicio irremediable, ni la necesidad de obviar los procedimientos propios que deben adelantarse cuando el motivo de la supuesta vulneración obedece a la expedición de unos actos administrativos de carácter particular, que según se afirma se dictaron sin observancia de los lineamientos legales.  

Acorde con lo analizado en precedencia, la Sala considera que la tutela no puede ser la vía judicial apropiada para controvertir las actuaciones realizadas por la Oficina de Control Interno Disciplinario y la Gerencia de la ESE HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN JORGE, ya que las mismas pueden ser confrontadas ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, con mayor razón cuando no existe un perjuicio irremediable; por tanto, no reúne los requisitos mínimos de procedibilidad, ni tampoco se encuentran probados los elementos necesarios para considerarla viable como mecanismo transitorio. 

Acorde con lo anterior, se confirmará el fallo objeto de recurso. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Asuntos Penales de Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA  la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS      JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

El Secretario de la Sala,

JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA        

�Sentencia T-629/08


�Sentencia SU-484/08.	 


� Sentencia T-338/10


� Ver entre otras las sentencias T-301 de 1996, T-843 de 2008.


� M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis


� Ver sentencia T-1093/04 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.
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